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ENTIDADES BANCARIAS / DEBER DE OFRECER EL SERVICIO DE INTÉRPRETE Y GUÍA PARA LAS PERSONAS SORDAS Y SORDOCIEGAS DENTRO DEL ESTABLECIMIENTO / LA OBLIGACIÓN NO IMPONE CARACTERÍSTICAS ESPECIALES PARA LOS CAJEROS ELECTRÓNICOS. “[E]n el asunto bajo estudio, el Banco accionado no ha desconocido obligación alguna, porque, se reitera, el legislador no ha ordenado como medida afirmativa, el que los cajeros de los bancos estén dotados de elementos como los que reclama el accionante. Acceder a las pretensiones de la demanda sería tanto como permitir que fuera el citado señor, quien determinara cuáles son las medidas que deben adoptarse para garantizar derechos como los que estimó vulnerados. (…) [E]l 28 de octubre de 2016 se realizó visita al cajero, acompañado de una persona  con discapacidad-visual (ciega), otra con discapacidad sensorial-auditiva (sorda) y una intérprete y se encontró que es apto para ser utilizado por personas con discapacidad auditiva y visual (sordera total, hipoacusia, baja visión e invidente), porque posee señales informativas visuales y sonoras que les permiten realizar transacciones sin inconveniente alguno. De ese concepto se dio traslado a las partes. En la oportunidad concedida, el demandante se pronunció para decir que la fundación que lo emitió no ha recibido autorización del Ministerio de Educación Nacional para “ser intérprete, guía intérprete o capacitar” y por ello, no puede hacer visita técnica. (…) Al concepto rendido este Tribunal concede valor probatorio, en razón a que se fundamentó en la experiencia que tuvieron dos personas, una ciega y otra sorda, quienes pudieron realizar transacciones sin inconveniente alguno, en razón las señales informativas visuales y sonoras que posee el cajero automático, de donde surge que puede ser usado por personas con discapacidad auditiva o visual, en condiciones muy semejantes a las que lo hacen aquellas personas que no la tienen y por ende, puede concluirse que no ha desconocido el banco demandado el derecho a la igualdad que con carácter de fundamental consagra el artículo 13 de la Constitución Nacional, pues resulta idóneo para ser empleado por los primeros, sin obstáculo alguno. De acuerdo con lo que hasta aquí se ha puesto, puede afirmarse con certeza que el banco demandado no ha lesionado derechos de las personas sordas, ciegas y hipoacúsicas al acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna; tampoco a los demás que se citaron como lesionados: el goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público y a la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente. En razón a que no está facultado el juez para impartir órdenes como las que pretende el demandante y evaluadas las condiciones del cajero electrónico ya referido, es evidente que garantiza el uso de todas las personas, incluidas las que tienen discapacidad auditiva y visual, las pretensiones elevadas por el actor popular estaban llamadas a fracasar. Por tanto, se revocará el fallo que se revisa y en su lugar, se negarán las súplicas de la demanda.”.
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RESUMEN DEMANDA PRESENTADA EL 26 DE MAYO DE 2015

La entidad demandada tiene ubicado en la carrera 7ª calle 18 esquina de esta ciudad, un cajero electrónico que no cumple con las formalidades previstas en el artículo 8 de la Ley 982 de 2005, porque el teclado carece de lenguaje “braille” y tampoco tiene parlantes con altavoces, conectores para audífonos, señales luminosas y auditivas, elementos necesarios para el uso de personas sordas, sordociegas e hipoacúsiicas. 
Considera lesionados los derechos colectivos consagrados en los literales d), l) y j) de la ley 472 de 1998, en concordancia con el artículo 13 de la Constitución Nacional, la Ley 361 de 1997, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Declaración de los Derechos del Deficiente Mental, la Declaración de los Derechos de las Personas con Discapacidad,  el convenio sobre readaptación Profesional y el Empleo No. 59 y la Recomendación No.  168 y la Declaración de Sundberg, proclamada en Torremolino, Málaga (España).

PRETENSIONES
Ordenar al Banco Caja Social realizar las acciones necesarias para que las personas con discapacidad visual y auditiva, hagan uso adecuado del cajero electrónico localizado en la carrera 7ª calle 18 esquina de esta ciudad; informar a la comunidad por el medio radial correspondiente sobre la iniciación de esta acción popular; requerir al demandado para que aporte documento idóneo de su representación legal; condenar en agencias en derecho y costas a la parte demandada y aplicar lo dispuesto en el artículo 199 del Código de Procedimiento Civil. 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Se respondió de manera extemporánea. 

SENTENCIA 

Se profirió el 19 de julio de 2016 (folios 116 a 122). En ella, la señora Jueza Cuarta Civil del Circuito de Pereira, concedió la acción popular; ordenó al Presidente o representante legal del Banco Caja Social implementar en el cajero automático ubicado en la carrera 7ª con calle 18 esquina, las medidas necesarias para que el mismo pueda ser utilizado en forma adecuada e idónea, por personas con limitaciones auditivas y visuales, como clientes o usuarios del servicio financiero, en el término de sesenta (60) días; dispuso conformar un comité para verificar el cumplimiento de la decisión, integrado por la titular del despacho, las partes y el Ministerio Público y condenó en costas a la parte demandada. 
Para decidir así, consideró que como no fue posible la práctica de la prueba técnica por parte de una entidad calificada para emitir concepto o dictamen que llevara a considerar el cumplimiento de la entidad bancaria con la obligación de adecuar sus recursos tecnológicos para la prestación del servicio a los usuarios de manera eficaz, independiente de su condición física, había lugar a despachar favorablemente las pretensiones de la demanda.

APELACIÓN 

Impugnó el abogado del Banco Caja Social. Los reparos están en escrito visible a folios 123 y ss del cuaderno No. 1. Al sustentarlo en esta sede, lo leyó de nuevo y agregó que se demostró en el curso de esta instancia que el cajero sí cumple con las condiciones necesarias para permitir el acceso a la población discapacitada; es apto para ser utilizado por personas con discapacidad auditiva y visual; sí permite el acceso a los servicios del banco por personas con discapacidad sensorial visual y personas con discapacidad sensorial auditiva lo que, de entrada, da al traste con las pretensiones de la acción. Lo anterior, reforzado por el hecho de que quien realizó la verificación no solo es una entidad con amplio conocimiento del tema y que propende por la protección de este tipo de población, sino además, fueron dos personas con discapacidad, quienes de la mano de la institución pudieron verificar la posibilidad de acceso de los servicios de este cajero. Todo lo expuesto fuerza a concluir que, no obstante el conocido desinterés del actor popular por las personas discapacitadas y su motivación eminentemente monetaria en abuso de la acción legal, son los mismos discapacitados los que pueden dar cuenta de la idoneidad de las instalaciones de mi procurada de la mano con entidades que tienen el conocimiento técnico y realmente buscan la protección de inclusión de esta población como la Fundación Instituto de Audiología Proyecto de Inclusión Social Davinson Posso, por lo cual la presente acción deberá ser por completo desestimada (…)” (Tiempo 00:3:27 y 00:05:25, registro de audio de la audiencia).
SENTENCIA

Procede la Sala a decidir el recurso de apelación que interpuso el apoderado de la entidad demandada, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 19 de julio de 2016, en la acción popular iniciada por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Banco Caja Social.
1. El demandante está legitimado para promover la presente acción popular de conformidad con el numeral 1º del artículo 12 de la ley 472 de 1998 que autoriza iniciarla, entre otros, a toda persona natural, sin que sea necesario demostrar un interés especial diferente al de proteger los derechos colectivos.
También lo está el Banco Caja Social de acuerdo con el artículo 14 de la misma ley, según el cual la acción popular se dirigirá contra el particular, persona natural o jurídica, o la autoridad pública cuya actuación u omisión se considera que amenaza, viola o ha violado el derecho o interés colectivo y porque esa entidad fue citada como la persona jurídica que lesiona aquellos cuya protección se reclama.  

2. Corresponde a esta Sala decidir si la entidad financiera demandada ha desconocido los derechos colectivos cuya protección invocó el demandante, como lo concluyó la funcionaria de primera instancia, o si por el contrario, el Banco accionado garantiza los medios para obtener que las personas con discapacidad audiológica o visual puedan acceder a los servicios que ofrece el cajero automático que tiene instalado en la carrera 7ª con calle 18 de esta ciudad.
3. Las acciones populares fueron consagradas en el artículo 88 de nuestra Constitución Nacional para la protección de los derechos e intereses colectivos. Esa disposición fue reglamentada mediante Ley 472 de 1998 que las define en su artículo 2º como mecanismos para la protección de los derechos e intereses de aquella naturaleza y que se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre tales derechos e intereses, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. 

El artículo 13 de la Constitución Política consagra como derecho fundamental el de la igualdad de todas las personas ante la ley e impone como obligación a cargo del Estado, promover las condiciones para que ese derecho sea real y efectivo, así como proteger a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta. 

En armonía con ese precepto, el artículo 47 de la misma Carta expresa que corresponde al Estado adelantar una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se les debe prestar la atención especializada que requieran. 
En desarrollo de esas normas superiores y como acción afirmativa del Estado para proteger a una población minoritaria, en condiciones de vulnerabilidad, el legislador expidió la ley 361 de 1997 “Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones”, que en el artículo 2º impuso como obligación al Estado garantizar y velar “porque en el ordenamiento jurídico no prevalezca discriminación sobre habitante alguno en su territorio, por circunstancias personales, económicas, físicas, fisiológicas, síquicas, sensoriales y sociales” y en el 3º dispuso que “El Estado Colombiano inspira esta ley para la normalización social plena y la total integración de las personas con limitación…” 
También expidió la ley 982 de 2005, “por la cual se establecen normas tendientes a la equiparación de oportunidades para las personas sordas y sordociegas y se dictan otras disposiciones.” Y es con fundamento en el artículo 8 de esa ley que el actor eleva sus pretensiones, al considerar que el Banco demandado no ha dado cumplimiento a esa disposición, según la cual: “Las entidades estatales de cualquier orden, incorporan paulatinamente dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio.- De igual manera, lo harán las empresas prestadoras de servicios públicos, las Instituciones Prestadoras de Salud, las bibliotecas públicas, los centros de documentación e información y en general las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que ofrezcan servicios al público, fijando en lugar visible la in formación correspondiente, con plena identificación del lugar o lugares en los que podrán ser atendidas las personas sordas y sordociegas.” 

Esa norma, cuya aplicación pretende el actor en el escrito por medio del cual solicitó la protección constitucional, no impone como obligación a las entidades bancarias el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que acudan a usar los servicios que ofrecen mediante el empleo de cajeros electrónicos, en los que ningún cliente o usuario recibe atención personalizada. Ese deber debe observarlo el banco dentro del establecimiento en el que por medio de sus funcionarios sí prestan esa clase de servicio, como se infiere del texto de la norma.
De todos modos, no es eso lo que pretende el actor popular como medida para garantizar los derechos de las personas sordas, ciegas y hipoacúsicas al acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna; al goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público y a la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente. Lo que efectivamente reclama es la instalación en el cajero electrónico de lenguaje Bradley, que en realidad es el braile y que es un sistema de lectura y escritura táctil pensado para personas invidentes; también de un parlante con información auditiva en voz alta y al que se le pueda poner audífono y señales auditivas, sonoras y visuales.

Lo anterior, con fundamento en el que el Banco demandado desconoce, con su omisión, el artículo 8º de la ley 982 de 2005; la ley 361 de 1997; la Declaración Universal de los Derechos Humanos; la Declaración de los Derechos del Deficiente Mental; la Declaración de los Derechos de las Personas con Discapacidad; el convenio sobre readaptación Profesional y el Empleo No. 59 y la Recomendación No.  168 yi la Declaración de Sundberg, proclamada en Torremolino, Málaga (España).
Todas esas normas, algunas de alcance internacional, tienden a garantizar el derecho a la igualdad y a la no discriminación a las personas con discapacidad y buscan se les brinde un trato especial a ese grupo poblacional de manera que puedan disfrutar plenamente de sus derechos y con tal fin, algunas definen de manera específica la forma de alcanzar esos propósitos. Al juez, por su parte, corresponderá, en virtud de demanda judicial, verificar la existencia de las condiciones materiales para atenderlas. Empero, ninguna de ellas impone como obligación, a cargo de las entidades bancarias, implementar en sus cajeros electrónicos insumos como los que solicita el demandante. 

Y como las acciones populares tienen como finalidad la protección de los derechos colectivos, entre otros, de aquellas personas, frente al incumplimiento de las leyes que ordenan determinadas actuaciones para proteger sus derechos a la igualdad y a la no discriminación, en el asunto bajo estudio, el Banco accionado no ha desconocido obligación alguna, porque, se reitera, el legislador no ha ordenado como medida afirmativa, el que los cajeros de los bancos estén dotados de elementos como los que reclama el accionante.
Acceder a las pretensiones de la demanda sería tanto como permitir que fuera el citado señor, quien determinara cuáles son las medidas que deben adoptarse para garantizar derechos como los que estimó vulnerados.
De todos modos, como no desconoce la Sala la obligación que tienen los jueces para lograr que la igualdad sea real y efectiva, siendo necesario proteger al más débil y en este caso a las personas con discapacidad auditiva o visual, de manera que puedan disfrutar de la vida en condiciones semejantes a aquella en que lo hacen las personas que gozan de buena salud, se analizará si la falta de los insumos tantas veces referidos, lesiona los derechos de la colectivad que el actor busca proteger.
En esta sede, de manera oficiosa, se dispuso que el Coordinador de la Fundación Instituto de Audiología Proyecto de Inclusión Social de esta ciudad, conceptuara si el cajero electrónico del banco Caja social, ubicado en la carrera 7ª con calle 18 esquina de esta ciudad, puede ser utilizado por personas ciegas, sordas, sordociegas e hipoacúsicas, explicando el procedimiento respectivo y los medios para lograr ese fin. 

Al respecto indicó que se trata de una entidad privada sin ánimo de lucro; su objeto es la inclusión de las personas con discapacidad y son garantes de los derechos de esa población; ninguna entidad los acredita como expertos en el tema; no obstante cuentan con un equipo interdisciplinario capacitado e idóneo en temas que conlleven al mejoramiento de la calidad de vida de las personas con discapacidad. Explicó que el procedimiento consiste en hacer visita con personas sordas y ciegas, acompañadas de un intérprete  y algún otro miembro de la empresa con conocimientos en accesibilidad y discapacidad, para determinar si ellos, como usuarios, se sienten capaces de utilizar ese cajero y luego elaboran un informe, dejando claro que hacen una apreciación, pues no hay estándares o protocolos fijados para el efecto
.

Al rendir el informe respectivo, el Director Ejecutivo de esa fundación informó que el 28 de octubre de 2016 se realizó visita al cajero, acompañado de una persona  con discapacidad-visual (ciega), otra con discapacidad sensorial-auditiva (sorda) y una intérprete y se encontró que es apto para ser utilizado por personas con discapacidad auditiva y visual (sordera total, hipoacusia, baja visión e invidente), porque posee señales informativas visuales y sonoras que les permiten realizar transacciones sin inconveniente alguno
. 

De ese concepto se dio traslado a las partes. En la oportunidad concedida, el demandante se pronunció para decir que la fundación que lo emitió no ha recibido autorización del Ministerio de Educación Nacional para “ser intérprete, guía intérprete o capacitar” y por ello, no puede hacer visita técnica. Dijo además, que no se consignó en ese informe si “existe lenguaje bradley (en realidad es braile) en la totalidad del teclado del cajero”; tampoco si cumple normas ICONTEC y por tanto nada aclara la visita. En esa oportunidad solicitó pruebas.  

No tienen acogida para la Sala los motivos que invocó el demandante para que la Sala deje de apreciar esa prueba, pues el artículo  28 de la ley 472 de 1998 autoriza al juez requerir a los particulares para que den conceptos, sin que para ello requieran autorización alguna de las entidades estatales. Además, porque no se le solicitó conceptuar sobre los aspectos a que se refirió el actor al pronunciarse en relación con tal prueba.
Al concepto rendido este Tribunal concede valor probatorio, en razón a que se fundamentó en la experiencia que tuvieron dos personas, una ciega y otra sorda, quienes pudieron realizar transacciones sin inconveniente alguno, en razón las señales informativas visuales y sonoras que posee el cajero automático, de donde surge que puede ser usado por personas con discapacidad auditiva o visual, en condiciones muy semejantes a las que lo hacen aquellas personas que no la tienen y por ende, puede concluirse que no ha desconocido el banco demandado el derecho a la igualdad que con carácter de fundamental consagra el artículo 13 de la Constitución Nacional, pues resulta idóneo para ser empleado por los primeros, sin obstáculo alguno. 

De acuerdo con lo que hasta aquí se ha puesto, puede afirmarse con certeza que el banco demandado no ha lesionado derechos de las personas sordas, ciegas y hipoacúsicas al acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna; tampoco a los demás que se citaron como lesionados: el goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público y a la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente. 


En razón a que no está facultado el juez para impartir órdenes como las que pretende el demandante y evaluadas las condiciones del cajero electrónico ya referido, es evidente que garantiza el uso de todas las personas, incluidas las que tienen discapacidad auditiva y visual, las pretensiones elevadas por el actor popular estaban llamadas a fracasar. 
Por tanto, se revocará el fallo que se revisa y en su lugar, se negarán las súplicas de la demanda. Se abstendrá la Sala de imponer condena en costas a la parte demandante, de acuerdo con el artículo 38 de la ley 472 de 1998, porque su acción no fue temeraria, ni de mala fe.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A :

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 19 de julio de 2016, en la acción popular que promovió el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el banco Caja Social. En su lugar, se niegan las pretensiones de la demanda.

SEGUNDO: Sin costas en esta sede. 
No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se da por terminada.
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS        DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folio 14, cuaderno No. 2
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